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16 de agosto (Clarín) 

1.- Transfieren aviones de Lázaro Báez a los ministerios de Defensa y de 

Seguridad  

El juez Casanello los pasó al ministerio de Seguridad y a la Fuerza Aérea para que los administren 

hasta que termine el juicio. El avión que trasladó a Lázaro Baez ya está en manos del Ministerio de 

Seguridad. El Learjet LV-BPL en el que el 5 de abril de 2016 Lázaro Báez llegó al aeropuerto de San 

Fernando, donde se ordenó su detención, tal como contó Clarín, oficialmente fue entregado al 

Ministerio de Seguridad la semana pasada cuando se firmó el acta con el juez Sebastián Casanello. 

Asimismo, el viernes pasado la Junta de Investigación de Accidentes de Aviación Civil (JIAAC) se 

notificó de la entrega del segundo avión, un Rockwell Commander. Ambas aeronaves fueron 

tasadas oficialmente y tienen un valor de 728.00 dólares. El Estado será el responsable de contratar 

un seguro contra todo riesgo "para la conservación de las aeronaves y mantener su valor". Con la 

firma de las dos actas correspondientes, los aviones que pertenecen a la empresa Top Air SA cuyo 

mayor accionista es Austral Construcciones firma insignia de Lázaro Báez. La empresa de taxis 

aéreos es investigada dentro de las maniobras de lavado de activos de la Ruta del Dinero K. La 

premisa de la justicia es que las aeronaves secuestradas por Casanello fueron utilizadas "para el 

traslado de dinero" que terminaría siendo parte de las operaciones de blanqueo. En prisión hace 

más de quince meses, con embargos millonarios y gran parte de sus bienes inhibidos, el 

empresario K observó cómo la Justicia comenzó a disponer sobre sus bienes que superan los 2.700 

millones de pesos, sólo lo tasado oficialmente. Con el fin de otorgarles "un fin social" y evitar su 

deterioro, bajo el mismo lineamiento con el que otorgó a la Dirección de Vialidad Nacional la 

guarda judicial de más de 400 máquinas de Austral Construcciones, el juez Casanello le hizo la 

entrega oficial de uno de los aviones más importantes de Báez, a la ministra de Seguridad Patricia 

Bullrich, según confirmaron a Clarín fuentes judiciales. El acta se firmó la semana pasada, 

consignando que el Learjet LV BPL tiene un valor oficial 517.000 dólares. Su operatividad requiere 

de una importante inversión. Detenida hace más de quince meses, deben revisar uno de los 

motores y el sistema de navegación que no estaba funcionando en su totalidad. La inversión que 

demandará la puesta en funcionamiento del costoso avión que usaba Lázaro Báez, recaerá sobre el 

ministerio de Seguridad que utilizará la aeronave para "la lucha contra el crimen organizado y 

delitos complejos", como así también "para lograr el desplazamiento más eficiente y rápido a los 

diferentes escenarios del territorio nacional", donde se combatan dichos delitos. Antes de 

utilizarlo, el ministerio de Seguridad está obligado a contratar "un seguro contra todo riesgo que 

garantice la conservación de la aeronave y así también la conservación de su valor", explicaron 

fuentes judiciales. La Policía de Seguridad Aeroportuaria ya fue notificada de la decisión del juez, y 

entregarán el Learjet a la cartera que dirige Patricia Bullrich. El segundo avión, un Rockwell 

Commander tasado en 211.300 dólares, quedó en manos de la Junta de Investigación de 

Accidentes de Aviación Civil (JIAAC). Es la aeronave más deteriorada y que demandará más 

inversión para su utilización. El objetivo es destinarla al "traslado en el menor tiempo posible al 

lugar (donde se produzcan accidentes aeronáuticos) y poder realizar la recolección y análisis de las 



evidencias, a fin de comenzar con el proceso de investigación". Las autoridades de la JIAAC 

firmaron el viernes pasado el acta y antes de retirarlo del aeropuerto de San Fernando, enviarán a 

sus equipo técnicos para presupuestar cuánto presupuesto se requiere para acondicionar la 

maquinaria. Al igual que el ministerio de Seguridad, la aeronave deberá ser asegurada contra todo 

riesgo. La decisión del juez Casanello fue apelada por Walter Zanzot, presidente de Top Air SA y 

uno de los que junto a Martín Báez (el mayor de los hijos varones del empresario K), contaba 

dinero en la financiera "La Rosadita". Sin embargo, el juez dispuso entregar los aviones al 

ministerio de Seguridad y a la JIAAC bajo la figura de "depositario judicial para la conservación y 

resguardo" de dichos bienes. Hay un tercer avión involucrado, el Learjet LV-ZSZ que Lázaro Báez 

compró en 2007 a los hermanos Juliá (condenados a prisión en España por narcotráfico) y que 

según denunció el financista Federico Elaskar, habría sido usado para sacar grandes sumas de 

dinero del país y depositarlas en el exterior. Este avión se incendió en 2015 y la aseguradora pagó 

por el mismo 1.300.000 dólares que fueron cautelados por el juez Casanello como parte de las 

medidas tomadas sobre el patrimonio del dueño del Grupo Austral. Zanzot reclama dicha suma de 

dinero, algo que también rechazó el magistrado. 

 Fuente: https://www.clarin.com/politica/aviones-lazaro-baez_0_HJZPVkzdW.html 

 

16 de agosto (La Nación) 

2.- La fábrica de aviones volverá a exportar después de 25 años 

 La Fábrica Argentina de Aviones Brigadier San Martín" (Fadea) volvió a exportar aviones después 

de 25 años. Según informó vendió dos aeroaplicadores por unos US$ 500.000 a una empresa 

colombiana vinculada a la plantación y exportación de limones. Es la primera exportación que 

realiza la compañía desde que fue reestatizada por el kirchnerismo (la última fue en 1992) y, 

además, la primera venta de unidades civiles. El Puelche es un avión aeroaplicador fabricado bajo 

licencia por Fadea sobre el modelo estadounidense Pawnee, uno de los más extendidos en el 

mundo. No sólo permite la aplicación de fitosanitarios, fertilizantes y siembra aérea, sino que se lo 

usa para la siembra de alevinos en ríos, lagos y diques y como remolcador de planeadores. El 

mismo avión ya se vendió a una empresa nacional y hay una operación más en vías de cerrarse. En 

el mercado local, hay líneas de créditos de los bancos Córdoba y Nación para financiar la compra 

de estas unidades. Este año Fadea espera reducir este año su déficit a $260 millones, la mitad del 

de 2016 y menos del 20% de los casi $1500 millones que registró cuando fue administrada por La 

Cámpora, en 2015. El presidente de la empresa, Ercole Felippa, indicó que la exportación se 

inscribe en la búsqueda de nuevos negocios para la fábrica: "Ponemos énfasis en satisfacer las 

necesidades aeronáuticas de nuestro país y también en desarrollar negocios con terceros que 

generen ingresos genuinos". Admitió que el valor de la operación no es la magnitud del ingreso 

que genera, sino el hecho de concretar una exportación después de décadas. "Desde el comienzo 

de nuestra gestión hicimos foco en los negocios con terceros, para ello creamos un área específica 

y hoy vemos el primer resultado concreto". Este año la fábrica debe entregar ocho Pampas (cinco 

remotorizados y tres construidos desde cero) a la Fuerza Aérea, mientras que hará el 

mantenimiento de cuatro C130 (uno ya se entregó). Fuentes de Fadea confirmaron a LA NACION 

que hay negociaciones avanzadas para cerrar operaciones con otras fuerzas aéreas de la región. 



Fuente: http://www.lanacion.com.ar/2053697-la-fabrica-de-aviones-que-fue-orgullo-del-

pais-volvera-a-exportar-despues-de-25-anos 

 

17 de agosto (La Nación) 

3.- Definen el destino de la antigua flota aérea presidencial  

El Fokker F-28 con más de 30 años, que estaba en servicio cuando Macri llegó al poder, no pasó las 

últimas revisiones; qué pasará con la demás flota presidencial. El brillo que en algún momento 

tuvo la vieja flota aérea presidencial está a punto de volverse un poco más opaco, según se 

desprende de los planes que tiene el Gobierno para los aviones que trasladan desde hace décadas 

a los primeros mandatarios argentinos. Uno de los que ya tiene signada su fortuna es el Tango 02, 

un Fokker F-28 con más de 30 años, que se desguazará en el futuro. La nave estaba en servicio 

cuando Mauricio Macri llegó al poder, en diciembre de 2015, y continuó volando hasta enero 

pasado. Pero en el primer mes del año una inspección revisó uno de los motores (el tiempo de uso 

vencía en marzo de este año) y determinó que no estaba en condiciones de seguir operando por 

daños en los álabes de la turbina. El intento de recuperar la máquina enfrentó a los técnicos a un 

camino con obstáculos. No sólo se trataba de una nave con varios años, sino que la fábrica de esas 

aeronaves dejó de existir. Todo eso complicó la obtención de repuestos, que terminaron de 

convencer al Gobierno. Por estos días, el Ministerio de Defensa trabaja con la Fuerza Aérea para 

cederle la aeronave, que se desarmará y será reutilizada como repuestos en otros aviones del 

mismo modelo que forman parte de su flota. Una parte de su tripulación será reentrenada para 

volar el Tango 04, un Boeing 737/500 fabricado en 1993 que está en inspección. Si la aeronave 

supera la última inspección, estará otra vez operativa en septiembre u octubre. Será un 

sobreviviente de la flota, que según la actual gestión recibió en muy mal estado del kirchnerismo. 

El emblemático Tango 01, un Boeing 757/200 que compró Carlos Menem y el ex presidente 

Fernando De La Rúa prometió vender pese a que era "muy lindo", aún sigue anotando números 

rojos en la contabilidad del Estado. Fue desprogramado por sus "altos costos operativos, la 

proximidad de las inspecciones de mantenimiento, su obsolescencia, corto alcance y poca 

autonomía de vuelo", explica un informe que envió Jefatura de Gabinete al Congreso. Según el 

Gobierno, la vuelta al vuelo del Tango 01 costaría entre US$ 21,28 millones y US$ 26,12 millones 

para recuperar la mejor prestación de su célula de fuselaje, los trenes de aterrizaje, motores e 

instalación de tanques auxiliares. Hoy está preservado según las disposiciones de Boeing a la 

espera de lo que será su última participación en un acto oficial: el proceso de subasta pública para 

su venta, que hará el Banco Ciudad. El Gobierno aún recorre el proceso para tasarlo. La última cifra 

que circuló lo valuaba en unos US$ 2,5 millones, una cifra irrelevante en comparación con el lujo 

que representó en los años '90. 

Fuente: http://www.lanacion.com.ar/2053982-fin-de-un-era-el-tango-02-se-desguazara-y-

sus-repuestos-seran-reutilizados-por-las-fuerzas-aereas 

 

22 de agosto (Ámbito) 



4.- aparecen millonarios reintegros no cobrados a la ONU 

El hospital móvil de la Fuerza Aérea en Haití prestó servicios médicos especiales no contemplados 

en el acuerdo inicial de la misión de paz. El cálculo estimado es de u$s17 millones a favor de la 

Argentina. Pedido. Copia de la comunicación que envió el asesor militar de la Misión Permanente 

ante la ONU detallando los servicios médicos extra pedidos. El 15 de octubre se repliega 

definitivamente al país el Hospital Reubicable de la Fuerza Aérea Argentina. Estuvo 13 años 

prestando servicios médicos como parte del contingente de Cascos Azules criollo en la Misión de 

Estabilización de Naciones Unidas en Haití (Minustah). El retorno viene con novedades para el 

Ministerio de Defensa. Habría reembolsos por servicios médicos especiales proporcionados por el 

hospital durante la misión que nunca se reclamaron a la ONU. El cálculo estimado por el último jefe 

del contingente a cargo del hospital, vicecomodoro Héctor Priotti, ronda los 17 millones de 

dólares. Una nota de la organización internacional, fechada el 14 de septiembre de 2016, enviada a 

la Misión Permanente de Argentina ante Naciones Unidas que dirige el embajador Martín García 

Moritán sacó el asunto a la luz. El texto firmado por Anne Marie Berg, directora de la División de 

Apoyo Logístico para misiones de paz de las Naciones Unidas, pide "se confirme la capacidad de 

desplegar un (1) médico cardiólogo y un (1) médico traumatólogo para la próxima rotación prevista 

para noviembre de 2016". Esa comunicación fue reenviada por el comodoro Carlos Valdés, asesor 

militar integrante de la delegación permanente ante la ONU, al teniente general Bari del Valle Sosa, 

jefe del Estado Mayor Conjunto, responsable operativo de las misiones de paz en el exterior. El 

problema radica en que esas especialidades médicas y otros servicios entre ellos el módulo de 

traumatología fueron cubiertos por el hospital móvil en la Minustah desde 2009 y no estaban 

incluidos en el acuerdo que firmó la Argentina con la ONU al comienzo de la misión. Fuentes de la 

delegación criolla ante Naciones Unidas acotaron que hay otras actividades en discusión, 

evacuaciones aeromédicas (Medevac). El último conteo arroja 168 misiones de aeroevacuación 

realizadas por personal del hospital móvil entre el 1 de mayo y el 31 de octubre de 2016. El 

memorando de entendimiento (MOU por sus siglas inglesas correspondientes a Memorandum of 

Understanding) es el documento básico firmado al inicio de la misión (2004), que establece el 

acuerdo entre la Argentina y la ONU para calcular los reembolsos a percibir por el contingente 

militar desplegado en Haití. Los reintegros (en dólares) cubren el desgaste del equipamiento militar 

usado en la misión y, en el caso del hospital, el desgaste de los servicios de sanidad y prestaciones 

especiales. El manual sobre el equipo militar de propiedad de los contingentes, conocido por su 

abreviatura en inglés como COE Manual (Contingent Owned Equipment), es el documento de 

Naciones Unidas que contiene todas las especificaciones, tasas y detalles para calcular ese 

reembolso. Las tasas se revisan cada tres años y el país debe enviar delegados a la ONU para 

renovar o modificar, si es el caso, los reembolsos a percibir. Que el país no ha percibido un solo 

dólar por esos servicios queda claro en el texto remitido por el comodoro Valdés al teniente 

general Sosa. Dice: "Se manifiesta que la Unidad Sanitaria de Nivel 2 ha desplegado estos 

especialistas desde 2009 y que la Sección Médica de Minustah ha confirmado que la presencia de 

los mismos es un requerimiento operacional para la Misión". "La sección COE de Minustah 

confirmó que estos especialistas y el Módulo de Traumatología no están incluidos en el 

memorando de entendimiento (MOU por sus siglas en inglés) vigente en la Unidad Sanitaria de 

Minustah". El último contingente del Hospital Reubicable está compuesto por 65 efectivos, de los 

cuales 5 son del Ejército, 5 de la Armada y 55 de la Fuerza Aérea. Es una instalación médica de 

Nivel 2 con especialización limitada (hospital de campaña básico) con capacidad de cirugía, cuidado 



intensivo, odontología, laboratorio, rayos X, esterilización, con pabellón de internación y farmacia. 

Está compuesto por 11 módulos tipo container que se conectan entre sí y están aislados del 

exterior; una vez desplegados, cubren una superficie aproximada de 360 metros cuadrados. El 13 

de abril pasado el Consejo de Seguridad de la ONU acordó poner fin a la misión de paz en Haití y 

reemplazarla por una fuerza policial. 

Fuente: http://www.ambito.com/894427-revelacion-aparecen-millonarios-reintegros-no-cobrados-

a-la-onu 

 

22 de agosto (INFOBAE) 

5.- El Gobierno designó al nuevo interventor de Fabricaciones Militares 

El nombramiento del ingeniero Luis Riva fue comunicado en el Boletín Oficial de este martes. El 

Gobierno designó al ingeniero Luis Riva como interventor de la Dirección General de Fabricaciones 

Militares, organismo descentralizado que funciona en la órbita del Ministerio de Defensa. Su 

nombramiento se comunicó a través del decreto 666/2017, que fue publicado en el Boletín Oficial 

de este martes con la firma del presidente Mauricio Macri y el ministro Oscar Aguad. Riva es 

ingeniero industrial graduado en la Universidad de Buenos Aires (UBA) y obtuvo un PMD (Program 

for Management Development) en Harvard Business School. El nuevo interventor se desempeñó 

como CEO de IMPSA durante 12 años y pasó más de dos décadas al frente de Managers SA. Según 

indica su perfil en Linkedin, desde 2002 es presidente de la firma de investigación y consultoría 

Great Place to Work en Argentina, Bolivia, Paraguay y Uruguay. Además, Riva es uno de los 

fundadores del partido vecinal ConVocación por San Isidro y participó como socio en la Asociación 

Cristiana de Dirigentes de Empresa (ACDE). 

Fuente: http://www.infobae.com/politica/2017/08/22/el-gobierno-designo-al-nuevo-interventor-de-

fabricaciones-militares// 

 

22 de agosto (La Nación) 

6.- Esperan recaudar US$ 100 millones con la venta de un campo del Ejército 

El Gobierno buscará recaudar 100 millones de dólares con la subasta pública de 8267 hectáreas, 

sobre un total de 12.400 hectáreas que tiene un campo del Ejército en Ordóñez, en el sudeste de la 

provincia de Córdoba. El establecimiento del Ejército se llama General Paz de Remonta y está 

ubicado sobre la ruta 6, no sólo en un lugar de buenas tierras, sino equidistante de diversos 

puntos, por ejemplo, a 246 kilómetros de Rosario, a 254 kilómetros de la ciudad de Córdoba, a 102 

kilómetros de Marcos Juárez y a 182 kilómetros de Venado Tuerto. El Tribunal de Tasaciones de la 

Nación fijó precios por lotes. En rigor, se venderán 47 lotes de entre 50 y 370 hectáreas. A modo de 

ejemplo, para un lote chico, de 69 hectáreas, se puso como valor base 883.903,68 dólares. En 

tanto, para la subasta de 371 hectáreas se estableció un precio base de 3.453.940,13 dólares. De 

los ingresos que se generen con el campo, el 70% irá para el Ejército (que además se quedará con 

las hectáreas que no se subastarán), mientras que el 30% restante de los fondos por la venta irá a 



parar a las arcas del Tesoro nacional. Según informaron en la Agencia de Administración de Bienes 

del Estado (AABE), el organismo que está detrás del proceso y que preside Ramón Lanús, las 

subastas se harán en dos partes y tendrán lugar en la Sociedad Rural de Bell Ville, ciudad cercana a 

Ordóñez. La primera venta pública, con 20 parcelas de entre 50 y 150 hectáreas, será el 9 de 

noviembre próximo. En tanto, la segunda, con 27 parcelas de entre 150 y 370 hectáreas, será el 7 

de diciembre. A partir de mañana, los lotes estarán disponibles para su exhibición. En el pliego de 

la subasta se establecieron distintas condiciones. Entre ellas resalta una preocupación del Gobierno 

para evitar una concentración de la compra en pocas manos. "A efectos de evitar la concentración 

de lotes en cabeza de un mismo comprador, la AABE estableció límites de adquisición: cinco lotes, 

para el caso de que el interesado fuera una cooperativa cuyo objeto principal fuera la explotación 

de la actividad agropecuaria, y dos lotes, para los restantes tipos de interesados", indica un informe 

del organismo. Además, quien compre un lote no lo podrá revender durante un plazo estipulado 

en diez años. Hay financiamiento disponible para la adquisición de las tierras. De acuerdo con el 

organismo que administra los bienes del Estado, se trata de líneas de créditos del Banco de la 

Nación Argentina y del Banco de Córdoba. "Luego de seis meses de trabajo junto a entidades 

agropecuarias como Federación Agraria, Cartez y Coninagro, productores locales, legisladores 

provinciales y el intendente de la municipalidad de Ordóñez, se logró consolidar un proyecto que 

resultará beneficioso para la comunidad", indicó Lanús. El presidente de la AABE señaló que con la 

venta se apunta a generar desarrollo regional y que puedan participar en ella tanto pequeños 

como medianos productores. "Con este proyecto, estamos generando políticas activas de 

transformación productiva enfocadas en sectores con problemas de competitividad, como los 

pequeños y medianos productores", indicó. "El foco de la venta es alentar el desarrollo productivo 

en la zona, para favorecer el acceso por parte de pequeños y medianos productores a tierras hoy 

subutilizadas, con la intención de permitir el crecimiento de las economías regionales y generar 

empleo genuino", agregó. Según el organismo, en 2015 había 19.600 inmuebles registrados en el 

país y en el exterior. Hoy son más de 60.000. "Los inmuebles que están a la venta representan 

menos del 0,15% sobre el total inventariado (60.000)", afirmó. 

Fuente: http://www.lanacion.com.ar/2055294-esperan-recaudar-us-100-millones-con-la-venta-de-

un-campo-del-ejercito 

 

25 de agosto  (La Nación) 

7.- Malestar gremial por el cese de contratos en el área de Defensa 

Un clima de tensión se vivió en las últimas horas en el Ministerio de Defensa ante el reclamo de la 

Asociación Trabajadores del Estado (ATE) por el cese de contratos de asistencia técnica. Se trata de 

profesionales de distintas disciplinas que habían sido contratados principalmente en la gestión 

kirchnerista y que el ministro Oscar Aguad dio de baja, al advertir que la asistencia a los lugares de 

trabajo no estaba verificada. A la protesta de anteayer, que incluyó la irrupción de delegados 

gremiales en la antesala del despacho del jefe de gabinete del ministerio, Raúl Ripa, y destrozos en 

dos puertas, siguió ayer una movilización frente al Edificio Libertador, en la que el gremio de 

agentes estatales reclamó la reincorporación del personal desafectado. Hasta el momento, los 

contratos dados de baja serían unos 13, aunque el secretario general de ATE, Hugo Godoy, 



denunció que podrían multiplicarse. "Las cesantías podrían ser más, ya que en el Ministerio de 

Defensa hay más de 100 trabajadores precarizados a partir de contratos con varias universidades 

nacionales." Según pudo saber LA NACION, los desplazados son profesionales que cumplen tareas 

en distintas dependencias y no están incorporados a la planta permanente del ministerio.Mientras 

algunos contratos se habrían originado en la reciente gestión de Julio Martínez -también radical y 

antecesor de Aguad-, la mayoría se arrastran del gobierno kirchnerista, tanto de la administración 

de Agustín Rossi como de Arturo Puricelli. Fuentes castrenses consultadas por LA NACION 

indicaron que muchos de los contratados no cumplían tareas específicas en el ministerio. 

Deslizaron, además, que la situación no fue corregida durante la gestión de Martínez y que Aguad 

tomó la decisión de revisar los contratos y dar de baja los casos en que no se verifica una 

prestación efectiva. El cese de los contratos se da en momentos en que Aguad analiza una 

modificación en la estructura orgánica del ministerio, con el propósito de reducir el aparato 

burocrático. Fuentes castrenses no descartaban la posibilidad de que el ministro decidiera fusionar 

áreas, en sintonía con la decisión oficial de achicar el déficit en el Estado. De todos modos, se 

estimaba ayer que las posibles reformas se ejecutarían después de las elecciones de octubre. 

 Fuente: http://www.lanacion.com.ar/2056412-malestar-gremial-por-el-cese-de-contratos-en-el-

area-de-defensa 

 

27 de agosto (Infobae) 

8.- En los cuarteles ven con reticencia la idea del Gobierno de utilizar las 

Fuerzas Armadas contra el terrorismo y el narco 

Los planes del Gobierno de que las Fuerzas Armadas participen de tareas relacionadas con la lucha 

contra el narcotráfico y el terrorismo, dados a conocer este domingo por Infobae, agitarán las 

aguas dentro y fuera de los cuarteles. Un sondeo entre los uniformados sobre la iniciativa del 

macrismo permite apreciar posturas contrapuestas con argumentos diversos. Bajo presupuesto, 

entrenamiento debajo del estándar deseado, material obsoleto -cuando no inoperable-, éxodo de 

personal a la aviación comercial, marina mercante o hacía la nueva fuerza policial de la ciudad de 

Buenos Aires resultan por estos días moneda corriente en las filas de la Ejército, la Armada y la 

Fuerza Aérea. La noticia difundida por Infobae -una discusión que, cada tanto, la política "amaga" 

con dar- es materia corriente de debate en los casinos militares desde hace tiempo. Más allá de 

que el poder político dio señales de que nada se hará sin las modificaciones legales 

correspondientes, la "pesada herencia" de los 70 aún resuena con fuerza puertas adentro de las 

unidades castrenses. "No puedo dejar de pensar en tantos camaradas que teniendo muy baja 

jerarquía, hoy purgan penas por haber cumplido órdenes que parecían legales en su momento y 

que luego fueron consideras ilegítimas por parte de la Justicia, llevando al banquillo tanto a 

jerarcas como a sus subordinados", sostuvo un oficial superior en situación de retiro en diálogo con 

este medio y agregó: "Se deberán modificar desde resoluciones ministeriales hasta leyes, por 

ejemplo la que determina que las FFAA solo deben intervenir ante agresiones extranjeras de 

carácter estatal". En el mismo sentido, un oficial naval en actividad se preguntó: "¿Qué pasaría si 

llegado el caso de actuar en el terreno frente a una banda narco, en mediano o largo plazo algún 

juez considera que hubo un exceso o que no se respetaron las garantías de los detenidos?". 



Además, sostuvo que de ningún modo se sentía capacitado para realizar tareas policiales. "La 

sociedad debe ser informada, esclarecida y si es necesario tomar activa participación en la decisión 

de cuál debería ser el nuevo rol de sus fuerzas armadas. El mundo cambió, toda la región excepto 

Uruguay emplea a sus militares como complemento de la labor policial en materia de delitos 

complejos o de terrorismo", dijo un oficial de la Fuerza Aérea en actividad. En el pasado, algunas 

fuerzas policiales estuvieron sometidas al poder militar: hasta el advenimiento de la democracia en 

1983, la Gendarmería dependía del Ejército, la Prefectura Naval de la Armada y la Policía 

Aeronáutica de la Fuerza Aérea. Ninguno de los oficiales consultados se atrevió a anticipar cómo 

podría funcionar una operación conjunta en la que el personal policial esté al mando y los militares 

cumpliendo órdenes, aunque un coronel consultado aseguró: "Deberemos guardar el orgullo para 

otro momento". Entre los consultados hubo consenso respecto de que la cada vez más frecuente 

interacción de las fuerzas con el resto de la sociedad solo depara muestras de aprobación y apoyo 

hacia los uniformados. Desde los dos últimos desfiles militares en Av. Libertador, hasta las diversas 

jornadas de puertas abiertas que sobre todo realiza la Armada, hasta la ayuda en situaciones de 

emergencia, las actividades se realizan en un marco de aceptación y cordialidad con la sociedad 

civil. Aunque, claro, "esto es otra cosa", se apuran a aclarar. Las fuentes consultadas destacaron la 

necesidad de fijar muy severamente los límites: "Intervendremos en el narcotráfico… ¿Quién 

define el volumen de tráfico que nos habilitará a actuar? ¿Es lo mismo el narcomenudeo, el dealer 

o el traficante mayor?", preguntó un oficial de la Marina. "Nosotros nos formamos en instituciones 

donde la droga era mala palabra y causal de expulsión. Hoy convivimos con ella en los cuarteles", 

añadió otro. La misma pregunta se hizo un almirante consultado: "¿Qué entendemos por 

terrorismo? ¿La quema de vehículos frente al Ministerio de Seguridad bonaerense, las revueltas 

Mapuches o la amenaza de ISIS?". Otro de los temas que generan reticencia tiene relación a la 

necesidad de la actuación "interagencia", "algo en lo que no tememos mucha experiencia", 

señalan. "Dejamos de ser funcionarios públicos para ser empleados públicos. No se nos consulta 

prácticamente para nada de lo que tiene que ver con nuestra profesión, venimos de años de poca 

actividad, poca iniciativa, poco pensamiento estratégico, ausencia en todo tipo de foros, en fin de 

ser poco menos que mala palabra", sostiene otro almirante en actividad. Fuentes de defensa 

consultadas manifestaron su acuerdo con la segura controversia que esta iniciativa puede traer 

aparejada, pero saludaron la posibilidad de instalar el debate: "nada podrá hacerse sin generar 

previamente un amplio consenso en la materia". En ese sentido, existe un antecedente: la nunca 

tratada "Ley de Derribo" también fue objeto de consulta a pilotos de la Fuerza Aérea. En aquella 

oportunidad, por abrumadora mayoría los uniformados manifestaron severísimos reparos a la 

iniciativa, pues para un militar derribar a un civil desarmado lo aleja de su razón de ser y lo 

expondría a una eventual situación judicial muy delicada. En los último años, la determinación de 

la supuesta ausencia de hipótesis de conflicto vació de contenido buena parte de la razón de ser de 

las Fuerzas Armadas. Las misiones de paz, bajo el patrocinio de Naciones Unidas, la ayuda en tareas 

sociales o ante catástrofes naturales, la actividad antártica y algunas tareas subsidiarias a la 

seguridad son los pilares en los que se apoya el grueso del personal militar en actividad. Mientras 

que la Armada mantiene cierta presencia en temas relacionados con la salvaguarda de la vida 

humana en el mar, la formación y titulación de Marinos Mercantes y un papel complementario en 

el control de la pesca ilegal, la Fuerza Aérea perdió hace años el control de la Aviación civil y 

comercial y su potencial aéreo ha quedado reducido a una mínima expresión. Del mismo modo, al 

Ejército le ha costado encontrar una función en tiempos de democracia, por las limitaciones 



impuestas por la Ley de Seguridad Interior. En la actualidad, el 90% del presupuesto militar de $ 

150.000.000.000 anuales se destina al pago de salarios y el 10% restante se reparte en gastos 

corrientes de funcionamiento de las dependencias militares, mantenimiento edilicio y medios 

operativos. "Lo que queda para operación militar y reequipamiento es exiguo", explicaron desde el 

Ministerio de Defensa. El ministro Oscar Aguad -reemplazante de Julio Martínez- pretende llevar a 

cabo una reestructuración militar que consiga redimensionarlas, prescindiendo no sólo del 

personal "pasado de antigüedad" sino además con una gran cantidad de retirados vueltos al 

servicio, nombramientos docentes que enmascaran agentes realizando tareas administrativas e 

incluso el eventual cierre de unidades no funcionales y reagrupamiento de otras. 

Fuente: http://www.infobae.com/politica/2017/08/27/en-los-cuarteles-ven-con-reticencia-la-idea-

del-gobierno-de-utilizar-las-fuerzas-armadas-contra-el-terrorismo-y-el-narco/ 

 

27 de agosto (Clarín) 

9.- Evalúan alquilar cazas F-5 a Brasil para la defensa aérea durante la 

cumbre del G-20 

La Fuerza Aérea Argentina no se quiere quedar atrás en el operativo de seguridad en los cielos 

cuando se realice en 2018 la cumbre del G-20 en Buenos Aires. Sin contar desde diciembre de 2015 

con aviones supersónicos capaces de interceptar vuelos hostiles, la fragilidad de la defensa aérea 

del país quedará expuesta una vez más en esa reunión de jefes de Estado y de gobierno de países 

ricos y emergentes. ¿Una alternativa? En las últimas semanas, la Fuerza Aérea empezó a evaluar la 

posibilidad de alquilarle a su par brasileña aviones F-5 interceptores para cumplir con esa misión. 

Otra alternativa es impulsada por sectores de la Armada: buscan por estas horas que el Gobierno 

autorice una inversión para poner en condiciones 9 caza bombarderos Super Étendard 

pertenecientes a la aviación naval. Según versiones, la Marina tendría solo una aeronave de esas 

características en plenas condiciones operativas. El asunto del alquiler de los F-5 a Brasil fue 

explorado entre el jefe aeronáutico, brigadier general Enrique Amrein, y el de la Fuerza Aérea 

brasileña, Nivaldo Rossato, en una visita que éste hizo a Bariloche el pasado 5 de agosto. En un 

almuerzo ese sábado en el tradicional restaurante el Patacón, con vistas al Nahuel Huapi, Amrein 

puso el tema sobre la mesa pero además mencionó que si la operación se lleva adelante los pilotos 

sean de la Fuerza Aérea, aprovechando que han volado esas aeronaves en intercambios con 

España. Se habla de 2 a 4 F-5, aviones de combate supersónicos ligeros fabricados por Northrop, 

aparatos que se pueden encontrar también en las fuerzas aéreas de México, Honduras y Turquía, 

entre otros. El Gobierno descartó hace unos meses ante versiones de equipamiento desde los 

Estados Unidos que fuera a adquirir interceptores, una capacidad perdida desde la 

desprogramación de los últimos Mirage que volaban -y que fueron célebres en Malvinas-, el 1° de 

diciembre de 2015 después de 43 años de servicios. Lo único en firme es la compra de una docena 

de Texan II, un avión de entrenamiento avanzado. “Sin caza interceptores no estamos en 

condiciones de repeler una agresión por medios aéreos. El G-20 es un desafío, va quedar en 

evidencia que no podemos cumplir con nuestra responsabilidad institucional. Por eso se evalúa la 

alternativa de los F-5”, dijeron a Clarín fuentes aeronáuticas. A esto se suma que en 2018 en forma 

anticipada saldrán de servicio los A4-AR comprados a Estados Unidos en los 90, por lo obsoleto de 



sus componentes y la dificultad para conseguir repuestos. De más de treinta que llegaron, de 

segunda mano, quedan activos apenas media docena. Cuando sean desprogramados la Argentina 

se quedará sin aviones de combate. Con la excusa del G-20 y el deber del custodiar la soberanía 

marítima, en la Armada también están explorando la forma de reequipar a la aviación naval. 

Sectores de la Armada buscan que el Gobierno destrabe un pago, que sería inferior a los 10 

millones de dólares, para poner en plenas condiciones operativas a 9 Super Étendard. Son cazas 

aptos para operar en portaaviones, embarcaciones de la que Argentina carece. Su tecnología, se 

objeta en algunos medios, es obsoleta. Pero en la Casa Rosada sostienen que hoy por hoy la 

prioridad sería equipar con aviones de combate a la Fuerza Aérea y no a la Armada. Y que en el 

caso de la Armada las "capacidades del transporte aéreo" se apuntaría en otra dirección: a aviones 

medianos, bimotores, con capacidad de llevar 60 personas y con posibilidad de adaptarlos como 

nave sanitaria o para carga. Los modelos más conocidos en este segmento con el C295 de Airbus y 

el Spartan de Leonardo. Hay una cuestión simbólica también, porque seguridad en el G-20, habrá 

de todos modos. Es un secreto a voces que Estados Unidos dispone un operativo de defensa aérea 

propio en las visitas de su presidente a un país extranjero. 

Fuente: https://www.clarin.com/politica/evaluan-alquilar-combate-brasil-defensa-aerea-

20_0_SyQ-oXCd-.html 

 

27 de agosto (Infobae) 

10.- El Gobierno evalúa que las Fuerzas Armadas puedan actuar en la lucha 

contra el narcotráfico y el terrorismo 

El presidente Macri analizó el "nuevo rol" de los militares con los ministros de Defensa y Seguridad: 

creen que el tema será necesario en el actual contexto mundial pero que requerirá de mucho 

consenso político. El gobierno analiza en forma muy reservada la posibilidad de darle un vuelco 

rotundo al rol de las Fuerzas Armadas de cara a un futuro inmediato: instar a los militares para 

protagonizar una lucha en contra del narcotráfico y el terrorismo no sólo en las fronteras sino 

también puertas adentro de la Argentina. El tema es polémico pero el gobierno está dispuesto a 

dar este debate en búsqueda de consensos. Eso se evaluó en varias reuniones mantenidas la 

semana pasada entre el presidente Mauricio Macri, el ministro de Defensa Oscar Aguad, la ministra 

de Seguridad Patricia Bullrich y el jefe de Gabinete Marcos Peña, entre otros. Según pudo 

confirmar Infobae de tres fuentes de alta jerarquía de la Casa Rosada, la intención del gobierno es 

dotar de "un nuevo y moderno rol" a las Fuerzas Armadas para combatir el avance del narcotráfico, 

especialmente en el norte del país y en el conurbano. A la vez, la idea es que los militares también 

se ocupen del combate contra el terrorismo por medio de la ciberdefensa, en cooperación con la 

Agencia Federal de Inteligencia (AFI) y el Ministerio de Seguridad. "Hay que entender que tanto el 

terrorismo como el narcotráfico ya no reconocen fronteras y si decidimos combatir esto con 

seriedad y eficiencia no vemos por qué no podemos poner a trabajar en esta lucha a las Fuerzas 

Armadas con los recaudos necesarios que se merece el tema", reveló a Infobae un destacado 

funcionario que empezó a analizar con Macri y algunos ministros el tema. A la vez, un secretario de 

Estado remarcó que "hay voluntad política" para que los militares se pongan a disposición de un 

trabajo conjunto con la Policía Federal, la Gendarmería y la Prefectura. Pero el mismo funcionario 



remarcó que para ello se necesitará "mucho consenso político" en todas las fuerzas partidarias. 

Confían en este sentido en un eventual apoyo que sectores como el Frente Renovador de Sergio 

Massa -quien en una entrevista con Infobae en el paso, admitió esa posibilidad- o algunos 

peronistas que ya habían dado muestras de darle a las Fuerzas Armadas este nuevo papel. Hay en 

estudio dos vías posibles para poner en marcha esta estrategia. Una de ellas es la de modificar el 

decreto 727/ 2006, por el que la ex ministra de Defensa Nilda Garré reglamentó la Ley de 

Defensa. En uno de sus artículos dice que "el sistema de defensa debe orientarse estructural y 

organizativamente hacia la conjuración de situaciones de agresión externa perpetradas por fuerzas 

armadas de otro Estado". Este es un decreto que algunos lo denominan "restrictivo", ya que limita 

el accionar de las Fuerzas Armadas ante eventuales actos terroristas sólo al espacio de las 

fronteras. La otra alternativa legal que se maneja es modificar la Ley de Seguridad Interior para 

darle sustento a los militares en el accionar interno del país. Pero esta última vía se requerirá de un 

acuerdo mayúsculo en el Congreso que hoy Cambiemos no sabe si lo podría conseguir. El ministro 

de Defensa analizó ése y otros temas desde que llegó hace menos de un mes al despacho del 

Edificio Libertador, en reemplazo de Julio Martínez. Según pudo saber Infobae, Aguad conformó un 

equipo especial y hubo varias reuniones de trabajo con el Ministerio de Seguridad, la Agencia 

Federal de Inteligencia y la Jefatura de Gabinete donde se evaluaron todas las opciones 

posibles. También se analizaron los casos comparativos de países latinoamericanos como Brasil o 

Colombia, donde las Fuerzas Armadas tienen un rol activo en la lucha contra el narcotráfico. En el 

caso del combate contra el terrorismo se pusieron sobre la mesa los recientes ejemplos del 

accionar militar en países de la Unión Europea. Desde el Ministerio de Defensa se muestran muy 

herméticos. No obstante, fuentes confiables de esa cartera admiten que "hay que darle un rol más 

moderno" a las Fuerzas Armadas y adaptarlas al nuevo escenario mundial frente a la penetración 

de grupos de narcos y la eventual presencia de grupos terroristas en el país. Se destaca en fuentes 

castrenses que el servicio de Inteligencia del Ejército cuenta con más de un centenar de 

funcionarios cuyas labores y margenes de acción son difusos. "Hay que darles un rol activo y 

concreto a estos funcionarios", aseguró un importante miembro del gobierno. En épocas en que el 

entonces general del Ejército César Milani manejaba esa fuerza, hubo severos cuestionamientos y 

denuncias a su rol por el presunto uso de esa dependencia para perseguir dirigentes políticos de la 

oposición, empresarios o periodistas. El kirchnerismo nunca aclaró bien esa oscura etapa de Milani 

pese a su discurso "pseudoprogresista" en materia de uso militar para el combate contra el 

narcotráfico y el terrorismo. "Tenemos la oportunidad histórica de mostrar unas Fuerzas Armadas 

transparentes y al servicio de un país", remarcó un funcionario de la Casa Rosada. También admitió 

que no será sencillo convencer a la oposición de ese tema con el pasado terrorífico que tuvieron 

las Fuerzas Armadas durante la dictadura. En cuanto a las tareas de cooperación del Ejército con 

Gendarmería y Prefectura en la frontera norte, el actual gobierno dispuso una estrecha 

colaboración para frenar el avance del narcotráfico. Incluso hay un fuerte apoyo logístico de los 

militares a las fuerzas de seguridad. Ya hubo varios operativos en Misiones, Corrientes y Formosa, 

donde se destacó la colaboración del Ejército. Claro que las Fuerzas Armadas aún están limitadas 

por ley en este accionar. En relación al combate contra el terrorismo, en el gobierno advirtieron 

que tal como se da hoy la penetración de grupos extremistas resultaría "anacrónico" que las 

Fuerzas Armadas no colaboren en la disuasión y la lucha frontal contra grupos terroristas, como 

sucede en la mayor parte de los países desarrollados. Para ello se pondría énfasis en las tareas de 

ciberdefensa con el objetivo de frenar eventuales ataques o el desarrollo de grupos extremistas en 



las redes. Para ello, aseguran, se podría contar con la colaboración de Estados Unidos, Alemania, 

Israel y otros países que están muy avanzados en el tema. 

Fuente: http://www.infobae.com/politica/2017/08/27/el-gobierno-evalua-que-las-fuerzas-armadas-

puedan-actuar-en-la-lucha-contra-el-narcotrafico-y-el-terrorismo/ 
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